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CAPITULO  I

Antecedentes

1. Introducción

Toda  sociedad que se organiza constitucionalmente sobre la base de ofrecer a sus miembros garantías, respeto, participación, etc, requiere de la existencia y funcionamiento de controles que hagan posible un sistema material de valores. Por ello  las funciones  de control, que les compete a los distintos organismos del Estado Provincial, deben estar amparadas en la independencia de los Poderes al cual controla.

El objeto de este trabajo responde al análisis que haremos respecto de una facultad clave en el control preventivo y concomitante, cual es el plazo para ejercer el Acto de Oposición u Observación.  No es el propósito meritar si el control preventivo es eficiente, eficaz, económico, efectivo y ejecutivo.

En el presente capitulo pretendemos considerar algunos antecedentes que son útiles para entender la exposición de este trabajo.   

En primer término desarrollaremos las normativas que  respaldan  las funciones de los organismos de control. En ellos basaremos nuestro análisis de la problemática ha plantear.

Todos sabemos que la función de control implica un compromiso por parte de los profesionales de la Contaduría General en cuanto a poseer sufiente conocimientos técnicos y a su vez una firme convicción de valores humanos y morales basados en la fe en Dios. Tal conducta nos permite soportar los avatares de las presiones propias de la función.

En las funciones de control de Contaduría General existe la de analizar Actos Administrativos que puedan significar la aplicación de una Observación Legal, significando  con ello la correspondiente suspensión del Acto Administrativo Observado.

Otro aspecto a tener en cuenta en este análisis es la de definir quien tiene la facultad de Observar y que término tiene para el mismo.

2. Constitución de la Provincia de San Juan.

La Constitución Provincial del año 1986 en la Sección Décima- Tribunal de Cuenta Capitulo Único, establece que “ Habrá un Tribunal de Cuentas con jurisdicción en toda la Provincia y con poder suficiente para aprobar o desaprobar la legitimidad en la percepción e inversión de caudales públicos hecha por los funcionarios y empleados de todos los poderes públicos, entes de la Administración centralizada, descentralizada y municipal, empresa pública, empresa con participación estatal, sociedades del Estado e instituciones privadas que perciben fondos del Estado, quienes están obligados a remitir las cuentas documentadas de los dineros que hubieren invertidos o percibido, para su aprobación o desaprobación.”

En virtud de ello se define al Tribunal de Cuenta como organismos de control posterior. Así  lo indica en el Diario de Sesiones de la Honorable Convención Constituyente. En razón de ello durante el debate se discutió las funciones propias del Tribunal. Es interesante agregar algunos párrafos referidos al mismo.

“SR. PRESIDENTE (Gerarduzzi).Tiene la palabra el Convencional Castillo.

SR.CASTILLO……..Nosotros aseguramos el control posterior y no queremos cerrar la puerta de que exista la posibilidad de controles  previos. Creo que ese es el sentido del articulo y que así debe interpretarse.”

“SR. RIVERA. Pido la palabra.

Señor presidente, la preocupación es la siguiente. Existen organismos públicos en que la autoridad o responsables del organismo a veces por tener menos riesgo de incurrir en faltas, o por no querer asumir plenamente la responsabilidad que tienen, dan intervención al Tribunal de Cuentas en pasos intermedios y no para el control posterior, y así permitir el accionar de los organismos públicos.

Entonces, si en cada trámite de relevancia tiene que prevenir posibles problemas, se puede paralizar la administración y complicar los trámites, cuando los responsables del Estado, no asuman la responsabilidad que les cabe y estén buscando el respaldo del Tribunal de Cuentas para todos los actos administrativos y de gestión de fondos que deben hacer.”

“SR. LEONARDELLI. Pido la palabra.

Yo coincido con estas últimas apreciaciones que ha vertido el convencional preopinante. El origen de los Tribunales de Cuentas radica en la impericia orgánica y funcional de las Legislaturas para realizar un examen auspicioso sobre las cuentas de inversión. Y de ahí la necesidad de crear este organismo especializado. Pero la Legislatura no puede renunciar al control político que le cabe. Quizá el término control de legitimidad a mí no me satisface plenamente porque yo prefiero hablar de control de legalidad. En tanto que lo que va a operar la Legislatura es el control de la oportunidad y de la eficacia con que ha sido realizado ese proceso de inversión.

Es decir que la creación del Tribunal de Cuentas no anula el control administrativo concomitante al gasto que se hace y por eso existe la Contaduría General de la Provincia, ni anula el control jurisdiccional pleno que ejercen los tribunales, ni anula el control político que ejerce la Legislatura, sino que es un organismo especializado para el control administrativo y contable del gasto público desde el punto de vista de la legalidad. En ese sentido, yo interpreto, es la expresión que se usa en la redacción de la mayoría respecto a la legitimidad del gasto, es decir, en cuanto a la legalidad. Es la adecuación precisa, correcta y prolija, conforme a la legislación vigente. Por eso yo creo, señor presidente, que en todo caso, para receptar la inquietud del convencional Posleman, en su momento sería importante pedir un reconsideración en el inciso 5) del Art. 150, donde se podría precisar con mayor rigor en que consiste el control político que ejerce la Legislatura, basado en el dictamen del Tribunal de Cuentas. Nada más. Gracias, señor presidente “

3. Ley de Contabilidad de la Provincia.         

Respecto a los antecedentes de origen de la Ley de Contabilidad no tenemos documentación que nos permita  establecer cual es la intención del legislador al momento de su sanción.

Es lógico entender que la Contaduría General de la Provincia debe ser el centro en que converja toda la información financiera, patrimonial y de costo de la gestión pública. En virtud de ello el Ministerio de Hacienda y Finanzas de la Provincia en una apuesta importante, impulsó la implementación del Sistema Integrado de Información Financiera (SIIF), estableciendo que la Contaduría General es el Órgano Rector del Sistema Contable. Ello no implicó modificar el Sistema de Control Interno, permaneciendo el control previo y concomitante en la Contaduría General. Como lo indican los siguientes artículos, de las Leyes Nº 2139 y 2153 y sus modificatorias-Ley de Contabilidad.

“
ARTICULO 83º: La Contaduría General de la Provincia, como organismo de contralor de la Hacienda Pública del Estado Provincial, dependerá directamente de la Secretaría de Estado de Hacienda y funcionará bajo la dirección del Contador General de la Provincia.

El Subcontador General es el reemplazante legal del Contador General en los casos de ausencia o impedimento de éste. Compartirá con el Contador General la atención del despacho diario y la dirección administrativa de la repartición de acuerdo con la reglamentación interna.”

      ARTICULO 86º en su inciso d) dispone: Ejercer el control interno de la hacienda publica por medio de contadores fiscales delegados dependientes directamente de la Contaduría General, o por otros medios, sin perjuicio de emitir opinión sobre otros aspectos por medio de dictámenes o ponencias. Para ello deberá darse la intervención en toda gestión relativa a dichas operaciones, previo su resolución.

        ARTICULO 87 inc b) de la Ley de Contabilidad, los Contadores Fiscales, tiene atribución de Delegados de Contaduría General de la Provincia, como representante de la misma ante las contadurías de las Jurisdicción

         ARTICULO 88º establece: La Contaduría General de la Provincia mantendrá en cada entidad descentralizada, contadurías de Ministerio o especiales y también en los demás organismos que lo estime conveniente, una delegación a cargo de un contador fiscal con las funciones mínimas siguientes: Entre otros, en su inciso 7) agrega: Cuando el delegado estime que un  decreto del Poder Ejecutivo, resolución ministerial o jefatura de repartición, no se ajusta a las disposiciones legales o reglamentarias en vigor y deba ser motivo de acto oposición, conforme lo determina esta ley, pondrá el hecho en conocimiento de la Contaduría General de la Provincia, dentro de las 24 horas  de haber sido notificado, dejando constancia escrita de las actuaciones correspondientes.

4. Otros Antecedentes.

La Asociación de Contadores Generales anualmente organiza el Congreso de Contadurías Generales el cual tiene como finalidad presentar trabajos que logren un verdadero aporte técnico a las Contadurías Generales. 

En virtud de ello en el “XVIII CONGRESO NACIONAL DE CONTADURIAS GENERALES” en la Provincia de Salta, en reunión de Contadores Generales se resuelve recomendar que los trabajos presentados sean tenidos en cuenta como elementos de consulta. En su Art. 2 entre otros temas “ se sugiere se restablezca en el ámbito de las Contadurías Generales un sistema de control preventivo y de legalidad de todos los actos que incidan o pueden incidir económica o patrimonialmente en la Hacienda Pública, de aquellas jurisdicciones que las han excluido o reducido en su aplicación” 

En efecto si consideramos lo indicado precedentemente veremos al final de este trabajo, que el objetivo del mismo obedece a preservar el control preventivo y evitar que se reduzca en su aplicación. 

Es probable que existan otras conclusiones en otros Congresos de los cuales no tengo sus antecedentes.

CAPITULO II

Actos de Oposición u Observación

1. Disposición Legal. 

La Ley de Contabilidad dispone:

ARTICULO 101º: La Contaduría General de la Provincia podrá objetar los decretos del Poder Ejecutivo, las resoluciones de los ministros, las disposiciones de las reparticiones dependientes de la administración central y descentralizada, mediante los siguientes actos:

a).- Reparo Administrativo: cuando se trate de errores deslizados en órdenes de pago o entrega, liquidaciones administrativas o judiciales, regulaciones, cobro de impuestos, apropiaciones, etc.

b).- Observación Legal: a todo acto,  mandato  u orden que afecte al Tesoro o al Patrimonio provincial, cuando a su juicio se hubiera dispuesto en contravención a una disposición legal.

Respecto a la manera de resolver el Art.101 la Ley dispone:

ARTICULO 103º: Los actos a que se refiere el Artículo 101º quedarán sin efecto en los siguientes casos:

a).- Reparo Administrativo: cuando la misma autoridad que dispuso el acto motivo del reparo, corrija el error mediante el dictado de un nuevo decreto, resolución o disposición.

b).- Observación Legal: 

1º.- Cuando se  desista o modifique el acto, por las   mismas autoridades que lo dictaron, conforme al  pronunciamiento  de la Contaduría General de la  Provincia.

2º.- Cuando el Poder Ejecutivo insista por decreto refrendado por el respectivo ministro y el de Hacienda y Economía.   En caso de que la observación legal recayere en un  decreto acuerdo,  será  necesario un nuevo decreto  dictado en acuerdo de ministros.

El siguiente Articulo no solo define el plazo para su cumplimiento sino también resalta 
la facultad concedida al Contador General de efectuar la Observación Legal.

ARTICULO 102º: La facultad conferida a la Contaduría General de la Provincia por el artículo anterior, deberá ser ejercida por el Contador General dentro del plazo de quince (15) días hábiles desde la fecha de tomar conocimiento oficial del decreto, resolución o disposición.

El efecto de la aplicación del Art. 101 es suspender el acto observado, como lo indica el siguiente Artículo.

ARTICULO 104º: La Contaduría General de la Provincia comunicará sus reparos y observaciones a la dependencia que corresponda, para que se abstenga de obrar hasta tanto se dicte resolución definitiva.

La responsabilidad ante la falta de acción, a los actos que infligen a la Hacienda Pública, se encuentra contemplada en el siguiente artículo.

ARTICULO 106º: De todo acto que inflijan la presente ley serán responsables el Jefe del Poder Ejecutivo, los Ministros que lo refrenden y el Contador General que no lo hubiere observado.

La Contaduría General quedará exenta de responsabilidad cuando hubiere objetado el acto por los medios previstos por esta ley.

2. Estadísticas de las Observaciones Legales

La Ley de Contabilidad establece que las resoluciones de observación legal efectuadas por la Contaduría General y los Decretos de insistencias forman parte de la cuenta de inversión. A modo de estadística se presenta un cuadro de las observaciones  legales efectuadas por Jurisdicción durante los tres últimos años. 

[image: image1.emf]JURISDICCION 2006 2007 2008

Ministerio de Educación 2 1       -------

Unidad de Control Previsional 4 4       -------

Dirección de Recursos Energéticos 2 1       -------

Subsecretaria de Trabajo 1        -------       -------

Ministerio de Hacienda y Finanzas 1        ------- 3

Dirección del Registro Civil 1        -------       -------

Ministerio de Desarrollo Humano 3        ------- 1

ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS

Secretaría de Salud Pública 12 10 21

Instituto Provincial de la Vivienda 3 1 1

Tribunal de Tasaciones de la Provincia 1        -------       -------

Caja Mutual de la Provincia 6 9       -------

Dirección de Protección al Menor        -------- 2 2

       “        “         “         “      “      Reparo Adm. 1 1

ORGANISMOS DE LA CONSTITUCION

Fiscalía de Estado 1        -------       -------

OTROS ENTES

Caja Mutual de la Provincia        --------        ------- 5

             

INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL

Dirección de Obra Social de la Provincia        --------        ------- 1

                     T O T A L 37 29 35


CAPITULO III

Dictámenes Disidentes

1. Asesoría Letrada de Gobierno.

En referencia a la posición adoptada por  Asesoría Letrada de Gobierno respecto a la facultad que tiene el Contador General de la Provincia en la Observación Legal se mencionan los siguientes argumentos por el cual se pretenden invalidar dicha potestad:

a) Extemporaneidad: En Dictamen Nº 096-ALG-98, referido a la Observación Legal efectuada a una Resolución del Consejo de la Producción Agrícola, menciona lo siguiente “que el acto emanado del organismo de contralor es extemporáneo, por haber sido dictado fuera de termino que la Ley le asigna. Al respecto Asesoría Letrada de Gobierno ha sentado criterio acerca de la forma de cómputo del plazo que el Contador General de la Provincia posee para ejerce las facultades de Observación Legal, en Dictamen Nº 151-ALG-97. Allí se aclara que cuando el expediente ingresa a Delegación Fiscal, ésta tiene 24 horas para remitirlo a Contaduría General de la Provincia, por lo que el plazo de 15 días otorgados al Sr. Contador General comienza a computarse desde el ingreso del Expediente a Delegación Fiscal, ya que la facultad de Observación Legal es privativa del Contador General de la Provincia “  - En el siguiente Capitulo demostraremos las contradicciones del Dictamen.

b) Ilegitimidad: En Decreto Nº379/04 se revoca por razones de ilegitimidad la Resolución Nº 058-CGP-04, por el cual Contaduría General de la Provincia Observa el Decreto Nº 008/04 que pretende reglamentar una Ley de Emergencia Pública con algunas disposiciones que alteran la letra de dicha Ley, con la consecuente afectación patrimonial de la Hacienda Pública. Como fundamento de ello en el considerando del Decreto Nº 379/04 expresa: “Que la Contaduría General de la Provincia sólo está facultada para controlar en forma previa y concomitante, la legalidad del gasto, esto es, que el mismo reconozca una causa legal y que su implementación no afecte al tesoro o patrimonio provincial. 

Que con la Observación Legal sub examine, el Organismo de Control ha incursionado en el tema control de legalidad de la actividad administrativa del Estado, que es competencia exclusiva del Asesor Letrado de Gobierno.

Que la competencia es definida como “el grado de aptitud que la norma-Constitución, Ley o reglamento-confiere a un órgano de la administración, delimitando y regulando las relaciones entre uno y otros”

Que el art. 3 de la Ley Nº 3784 de Procedimiento Administrativo prescribe: “La competencia de los Órganos administrativos será la que resulte, según los casos de la Constitución Provincial, de las leyes y de los reglamentos dictados en su consecuencia. Su ejercicio constituye una obligación de la autoridad  o del órgano correspondiente y es improrrogable…”

Que, con el mismo criterio el art 7 de la Ley Nº 3784 establece como  requisito esencial del acto administrativo el ser dictado por autoridad competente y por su parte, el art 14 sanciona con la nulidad absoluta e insanable a aquellos actos emitidos mediando  incompetencia en razón de la materia.

Que al respecto la jurisprudencia ha expresado”…en el orden jurídico administrativo la competencia constituye un elemento esencial que confiere validez a la actuación de los órganos estatales. Ello a punto tal que la competencia no se configura como un limite externo a tal actuación, sino, antes bien, un presupuesto de ella en virtud de la vinculación positiva de la administración al ordenamiento jurídico..”

Que, concordante con las disposiciones citadas el art. 17 prescribe: “El acto administrativo afectado de nulidad absoluta se considera irregular y debe ser revocado o sustituido por razones de ilegitimidad aún en sede administrativa..”por lo que la Administración está obligada a declarar la nulidad, revocando el acto.

Que ante la disposición de la Contaduría General de la Provincia, no estamos en presencia de una observación legal, que requiere de una modificación del acto observado o de una insistencia para quedar sin efecto, estamos ante el ejercicio de una competencia que  no es propia de la Contaduría General de la Provincia (incompetencia en razón de la materia). Que ello vicia de tal  manera el acto administrativo que la sanción a su ilegitimidad no puede ser otra que la de su nulidad absoluta.

c) Economía Procesal: Esta es otra de las figuras jurídicas que utilizan para rechazar la facultad del Contador General. En el Decreto Nº 1351-MHF-04 no hacen lugar a la Observación Legal en razón de considerar que el acto administrativo observado no corresponde en función de la economía procesal, tendientes a evitar posibles reiteraciones innecesarias de trámites. Con la salvedad que en la misma norma, art. 2,  insisten el acto observado, de forma tal que el procedimiento continúa. (El caso responde a una institución del beneficio en un seguro de Caja Mutual de la Provincia)

d) Improcedencia: Respecto a este planteo el criterio es afirmar que determinadas observaciones legales no se ajustan a derecho.  

2. Tribunal de Cuenta.

Según Dictamen Nº 4447/09 del Servicio Jurídico del  Tribunal de Cuentas, considera: a) Que la facultad de efectuar observación legal es una atribución conferida por el ordenamiento legal a la Contaduría General de la Provincia no al señor Contador General.  b) Que tal facultad es “ejercida” por el Sr. Contador General (art.102) c) Que tal plazo concedido legalmente a la Contaduría General (tal como surge del texto expreso del art.102) para ejercer dicha facultad es de quince días hábiles desde la fecha del conocimiento oficial del acto administrativo que se considere susceptible de observación legal o reparo.

Para determinar cuando existe el referido conocimiento oficial del acto, y por ende cuando comienza el cómputo del plazo establecido, resulta necesario acudir a las restantes normas de la ley de contabilidad.

El art. 87 de la Ley de Contabilidad dispone que:” Los Contadores Fiscales, sin perjuicio de otras tendrán las siguientes atribuciones:..inc. b) Servicio de Delegados de la Contaduría General en carácter de interventores, auditores y asesores, como representantes de la misma, ante las contadurías de los Ministerios y reparticiones dependientes del Poder Ejecutivo o descentralizados, etc..” 


Por  su parte el art. 88 establece que: “La Contaduría General de la Provincia mantendrá en cada entidad descentralizada, contadurías de ministerios o especiales y también en los demás organismos que lo estime conveniente, una delegación a cargo de un Contador Fiscal con las funciones mínimas siguientes:..disponiendo en el inc. 7 que: “Cuando el delegado estime que un decreto del Poder Ejecutivo, resolución ministerial o jefatura de repartición, no se ajusta a las disposiciones legales o reglamentarias en vigor y deba ser motivo de acto de oposición, conforme lo determina esta ley, pondrá el hecho en conocimiento de la Contaduría General de la Provincia, dentro de la veinticuatro horas de haber sido notificado, dejando constancia escrita de las actuaciones correspondientes”.-

Del análisis de la normativa citada surge en forma clara y manifiesta que, “a contrario sensu” del criterio sostenido por la Contaduría General, los Delegados o Contadores Fiscales representan a la misma en las diferentes reparticiones en las que se encuentren destacados, siendo tal como lo expresa el texto de la ley “sus delegados y representantes”.

De modo que no puede interpretarse que el conocimiento oficial al que hace referencia el art. 102 y a partir del cual comienza a computarse el plazo para observar legalmente un acto, sea en el momento de la recepción de las actuaciones por parte del Contador General. Ello en virtud que, si los Delegados Fiscales representan a la Contaduría General, si la facultad de Observación es facultad de la Contaduría y si el plazo es un límite temporal impuesto a la Contaduría para ejercer la facultad mencionada, el mismo comienza a computarse desde que sus representantes intervienen los expedientes o toman conocimiento del acto notificándose del mismo.

  Por el contrario, equivaldría a otorgar un plazo indeterminado  para el ejercicio de la facultad de observación legal por parte del Contador General, ya que en el supuesto de que el Delegado Fiscal no cumpliera con la obligación de poner el hecho en conocimiento de la Contaduría General dentro de las veinticuatro horas de haber sido notificado, y el plazo se computara desde la recepción de las actuaciones por el Contador General, el acto administrativo sería en tales condiciones susceptibles de ser observado “sine die”con lo cual, carecería de sentido la previsión legal de un plazo perentorio para el ejercicio de tal facultad, derivando todo ello en una situación de inestabilidad, contraria a las finalidades públicas perseguidas por la Administración en su actuar.-




El criterio es entonces que, el plazo otorgado a la Contaduría General para observar legalmente un acto administrativo se computa desde la intervención o notificación del delegado o contador fiscal; y en los supuestos en que se trate de decretos, resoluciones o disposiciones de reparticiones en las que no se encuentren destacados tales representantes, desde que el referido acto a observar ingrese (entiéndase el correspondiente expediente u oficio) a la Contaduría General de la Provincia. 




Como consecuencia de ello, nunca puede entenderse que el plazo comienza desde que el expediente se encuentra en el “despacho” del Contador General.-




Es así que, respecto del fallo aludido por la Contaduría General de la Provincia en autos Nº 24.870, caratulados “Graffigna, Rodolfo Héctor c/ Caja Mutual de la Provincia- Amparo” , tramitados por ante el Cuarto Juzgado en lo Civil, Comercial y Minería de la Provincia trata de una pretensa comunicación de una resolución de la Caja de Jubilaciones que fuera publicada, en forma resumida, en el Boletín Oficial de la Provincia y el Tribunal de Cuentas comparte el criterio sustentado por s.f. en autos en cuanto no tuvo por comunicación “oficial” tal publicación en razón de que la Contaduría General de la Provincia  no contaba con los antecedentes y elementos de juicio válidos como para poder ejercer en plenitud las facultades conferidas por el Artículo 101 de la Ley de Contabilidad.-




Compartiendo también este Tribunal las consideraciones vertidas por S.S cuando expresa: “Que ello importa interpretar y admitir en consecuencia, que el sentido de la ley ha sido disponer de un plazo suficiente y que corra el mismo desde que la Contaduría General disponga de los elementos que hagan posible el contralor del acto administrativo, teniéndose presente que el mismo obedece, por simple que sea, al análisis de antecedentes, documentación y referencias que se encuentran materializadas a través de un Expediente que vehiculiza un trámite que le sirve de antecedente y sobre los cuales deberán recaer los análisis de confrontación con las disposiciones legales y administrativas que corresponden cumplimentarse en el mismo” (sic. Fallo de autos Nº 24.870, caratulados “Graffigna, Rodolfo Héctor c/ Caja de Previsión y Caja Mutual de la Provincia- Amparo”




La cita del párrafo del fallo de S.S realizada por la resolución de la Contaduría General está referida precisamente a la Contaduría General de la Provincia como organismo de control y no al señor Contador General a titulo personal.-




Que en el caso sub exámen, el Oficial Nº Oficio Nº 3647-V-03, como se expresa en la Resolución Nº 527/04, “la fecha de ingreso a la Oficina de la Delegación Fiscal de la Contaduría General de la Provincia, ocurrió el día 08/10/04, según consta en remito Nº 25.025 de éste Tribunal de Cuentas”.-




Que entonces la Contaduría General de la Provincia institucionalmente, con motivo de sus funciones propias (el ejercicio del control interno del estado provincial), tomó conocimiento “oficial” del asunto, junto con sus antecedentes, a partir de la fecha indicada en el párrafo precedente.-




Que en razón de los argumentos desarrollados supra, la Resolución adoptada por el Tribunal de Cuentas al rechazar por extemporánea la observación legal, resulta plenamente ajustada a derecho.-




Ahora con relación al segundo tema a discernir en lo que se refiere al procedimiento a seguir en caso de que las observaciones legales sean efectuadas fuera del plazo.-




El Artículo 103 de la Ley De Contabilidad dispone:” Los actos a que se refiere al artículo 101, quedarán sin efecto en los siguientes casos:

  a.-Reparo administrativo: Cuando la misma autoridad que dispuso el acto motivo del reparo, corrija el error mediante el dictado de un nuevo decreto, resolución o disposición.-

  b.- Observación legal: 1.- Cuando se desista o modifique el acto por las mismas autoridades que lo dictaron, conforme al pronunciamiento de la Contaduría General de la Provincia; 2.-Cuando el Poder Ejecutivo insista por decreto refrendado por el respectivo Ministro y el de Hacienda y Economía. En caso de que la observación legal recayere en un decreto- acuerdo, será necesario un nuevo decreto dictado en acuerdo de Ministros”.-




Es decir que, ante un acto de observación legal, las vías para dejar sin efecto el mismo son: desistir, modificar o insistir en el acto que ha sido observado. Pero que tales opciones se encuentran previstas para los supuestos en que el acto de oposición u observación efectuado por la Contaduría, haya sido realizado conforme a derecho (por “los medios previstos en esta Ley”, Art. 106 in fine, debiendo entenderse que alude al tiempo y forma establecidos en la norma), siendo uno de los requisitos ineludibles para reunir tal condición, que el mismo haya sido efectuado dentro del plazo legal.- De lo contrario, se trata de un acto que carece de validez jurídica.-




Como consecuencia de ello, la observación legal extemporánea, conforme a todas las consideraciones vertidas precedentemente, no resulta un acto válido, siendo innecesario acudir al procedimiento establecido en el artículo 103 para dejarlo sin efecto.-




Por lo expuesto precedentemente, la Contaduría General de la Provincia carece de la facultad de realizar una nueva observación  legal al acto que rechaza la primigenia observación por extemporánea.-




La facultad de observar de la Contaduría General se limita a ejercerla con relación a actos determinados, culminando dicha atribución con el acto de observación. De ahí en adelante, sea que se modifique o desista del acto, se insista en la legalidad del mismo e inclusive que en el caso de que haya sido extemporánea la observación se rechace la misma y se considere como no efectuada, serán responsables por las consecuencias de esos actos quienes los suscriben y refrendan, no  correspondiendo efectuar nuevas observaciones. Todo ello acorde a la expresamente previsto en el articulo 106 de la Ley de Contabilidad.-





CONCLUSIÓN: De modo que en relación al pedido de opinión efectuado por Contaduría General de la Provincia, entiende la suscripta que corresponde al Tribunal de Cuentas ratificar la opinión expresada oportunamente en Acta Nº 530/05 Punto 6 y Acta Nº 539/05 Punto 4, comunicando la presente Resolución a la Contaduría General de la Provincia para que se remitan las actuaciones de referencia a la repartición de origen.-  

CAPITULO IV

Análisis crítico de los dictámenes disidentes

1.
Fallo Autos Nº 24870 “Caratulado Graffigna R.C/Caja Previsión y Caja Mutual –Amparo.

El fallo indicado en titulo obedece a un Recurso de Amparo presentado por un beneficiario de Jubilación contra un acto administrativo de la Ex Caja de Previsión en el año 1995, por el cual suspende el beneficio. El mencionado acto administrativo se originó por una Observación Legal de la Contaduría General de la Provincia.

La Ex Caja de Previsión de la Provincia le otorga un beneficio ordinario al Sr. Grafigna R. por Resolución Nº 579/95, sin intervención previa de la Contaduría General. En forma inmediata se  procede a su publicación en el Boletín Oficial de este acto administrativos y otros de similares características. La Contaduría General de la Provincia detecta en el Boletín Oficial las mencionadas publicaciones y en razón que tal forma de comunicar no constituía un procedimiento regular se requiere las actuaciones  para su análisis.

Por Resolución Nº 125-CGP-95 se efectúa Observación Legal  por cuanto el otorgamiento del beneficio incurría en contraposición a una norma legal (Ley Provincial) y por la omisión de la intervención previa a la Resolución ( inc. D) del Art. 86 de la Ley de Contabilidad).

La observación legal  produce la suspensión del beneficio jubilatorio, por ello el beneficiario afectado presenta un Recurso de Amparo ante el Poder Judicial, cuyo argumentos son los siguientes:”---Manifiesta que en fecha la Caja de Previsión de la Provincia dictó la resolución Nº 579 por la que se otorgó la jubilación ordinaria a su  mandante, quien se notificó en la misma fecha, y que en cumplimiento a los art. 101 inc. B y 102 de la Ley de Contabilidad de la Provincia se pública en el Boletín oficial por un día dicha resolución.




                 ----Expresa que, intertanto, el expediente pasó a delegación fiscal quien remitió el expediente a Contaduría General  epilogando en la observación legal a la Resolución Nº 597/95.





     ----Sostiene que la misma fue efectuada fuera del término establecido por el art. 102 de la Ley de Contabilidad, porque en fecha de vencimiento era el día 12 y la observación fue el 13 de setiembre del 199. Como consecuencia de ello, se adjuntó copia del boletín oficial y se solicitó la prosecución del trámite, es decir la determinación y liquidación de haberes y la inclusión en planillas a lo que asesoría Letrada hace lugar ordenando el Gerente de Previsión la prosecución del trámite.—





    ----El Fiscal de Estado se presenta y sostiene que la acción de amparo es improcedente ya que el acto atacado no se encuentra afectado por arbitrariedad o ilegalidad manifiesta.—





   ---Alegan que el art. 104 de la Ley de Contabilidad establece la obligación de abstención en la ejecución del acto administrativo hasta tanto se dicte resolución definitiva.—





    ----Que el Contador General de la Provincia tiene un plazo para efectuar el acto de control, es decir la observación legal de quince días hábiles desde la fecha de tomar conocimiento del decreto, resolución o disposición conforme lo ordenado en el art. 102 de la Ley de Contabilidad, por lo que el plazo empieza a contarse desde el momento en que el Contador General de la Provincia toma conocimiento del acto a controlar en el asiento de su público despacho.---





----- Que al respecto entiende el Sr. Juez que la publicación voluntaria de una resolución que importa un acto administrativo particular, de la que resulta beneficiado practicada a través del Boletín Oficial de la Provincia, resulta insuficiente para concretar  la notificación requerida a los fines computar el plazo para el ejercicio de la observación legal a un acto administrativo en los términos del art. 102, al violar la “ratio legis” del texto citado y contraponerse a los fines y funciones al que está llamado a cumplir la Contaduría General de la Provincia como órgano, en el control concomitante de legalidad de los actos emanados de la administración.—





------En efecto el art. 102 establece que la facultad conferida a la contaduría General deberá ser ejercida por el Contador General dentro del plazo de quince días hábiles desde la fecha de tomar conocimiento oficial del decreto, resolución o disposición.---





-----Que ello importa interpretar y admitir en consecuencia, que el sentido de la Ley ha sido disponer de un plazo suficiente y que corra el mismo desde que la Contaduría General disponga de los elementos que hagan posible el contralor del acto administrativo, teniéndose presente que el mismo obedece generalmente por simple que sea, al análisis de antecedentes, documentación y referencias que se encuentran materializadas a través de un expediente que vehiculiza un trámite.—

                                              ---Por todo lo expuesto resuelvo: Desestimar  la presente acción de amparo por resultar formal y sustancialmente improcedente.     






.



2. Otros aportes


a)  Dictamen Nº 197-AL-98 del Asesor Letrado de la Cámara de Diputados de la Provincia: Respecto a la Observación Legal efectuada al pago de movilidad previsto en la norma por cuanto no constituye un concepto remunerativo, el afectado presenta un recurso de Reconsideración solicitando nulidad y denuncia de ilegitimidad, por cuanto la Contaduría General no tiene facultad para observar Actos administrativos del Poder Legislativo y que tal observación fue efectuada fuera de término legal. Según  Dictamen de la Asesoria Letrada del Poder Legislativo, en la cual considera que la facultad de la observación legal debe ser ejercida solamente por el Contador General para lo cual cuenta con quince días hábiles a partir de que toma conocimiento oficial del expediente, se aconseja no hacer lugar al Recurso de Reconsideración.


b) Dictámenes de la Procuración del Tesoro de la Nación: Dictamen Nº 57-92, entre el tema de fondo se extracta lo preciso que incumbe a este trabajo. “..La observación del acto administrativo por parte del Tribunal de Cuenta impide  su ejecución, de suerte que el acto carece de eficacia.










       Dictamen Nº 73/93 idéntica situación a la anterior se extracta lo necesario…”La competencia para observar los actos administrativos es privativa y excluyente del Tribunal de Cuentas de la Nación, no pudiendo conferirse tal atribución a las delegaciones de dicho organismo.”-


c) Dictamen del Sr. Fiscal de Estado de la Provincia de Misiones: De acuerdo a la facultad prevista en la Constitución el Sr. Fiscal de Estado presenta ante la Excmo.. Superior Tribunal de Justicia una Demanda de Inconstitucionalidad y Nulidad de determinados Decretos del Poder Ejecutivo. A continuación y a los efectos del presente trabajo  transcribimos las partes importantes que incumben a este objetivo:

“




V.-Otras Consideraciones:






Que se torna procedente realizar algunas consideración especial respecto a los considerandos del Decreto, ello en atención a que se afectan atribuciones de un Organismo de la Constitución, concretamente a la Contaduría General de la Provincia y de su titular, el que, luego de ejercida la facultad de observar un decreto del Poder Ejecutivo, si este es insistido, concluye el trámite a nivel de tal Organismo. Me referiré seguidamente a los plazos que,  ya se interprete que es de aplicación los 15 días 0 48 horas, en cualquiera de los supuestos, ha sido-la observación-temporánea.






Que esta Fiscalia de Estado no puede dejar de advertir que, el art. 5 del decreto en cuestión, es absolutamente artero, en el sentido de mañoso, ello en atención a que no dispone la comunicación al Contador General de la Provincia, sino que hace referencia a una dependencia de este organismo de la Constitución, dispone la comunicación a la Dirección de Liquidaciones, ello, evidentemente, para que el titular del Organismo no tenga oportunidad de observar el decreto, pero, cabe aclarar aquí que la Ley Nº 2309 hace referencia a que el plazo para observar es de 15 días hábiles desde la fecha en que tomar conocimiento oficial del decreto.., por lo que debe entenderse que se toma conocimiento oficial del decreto cuando se hace la comunicación AL TITULAR del Organismo.






Que la observación constituye el ejercicio del control de legitimidad del acto administrativo por parte del Contador General de la Provincia, pero claro está que este funcionario de la Constitución debe ser informado, notificado, comunicado oficialmente con anterioridad a que el acto administrativo se ejecute.   “      
   


El aporte brindado por La Contaduría General de Misiones nos muestra en la presentación del Sr. Fiscal de Estado, cual fue la pretensión del Legislador cuando se refirió a la facultad y el periodo que dispone el Contador General para ejercer la función del control de legalidad en los Actos Administrativos.


3. Criterio de la Contaduría General de la Provincia.

                                       Las  Leyes 2139 y 2153 (t.o) y sus modificatorias- Ley de Contabilidad-,  establecen las atribuciones y deberes de la Contaduría General de la Provincia. Así, el Artículo 86º en su inciso d) (indicado en Capitulo I pto.3).

                                                El artículo 88º y 87 inc b) establece algunas funciones de los Delegados Fiscal. Puntualmente podemos resaltar que los Delegados de Contaduría General de la Provincia, son representante de la misma ante las contadurías de las Jurisdicción. Tal  representación no es plena por cuanto el delegado fiscal cumple funciones dadas en los Art. 87 y 88, pero no resuelve las observaciones a los actos administrativos por cuanto el único que suscribe las disposiciones es el Contador General. En ese aspecto debe analizarse los conceptos de representación dados en el Código Civil (art. 1870 inc 1 y 1879). 

                                               Al tratar el tema Responsabilidad – Contadores Intervinientes, el Artículo 90º determina: El Contador General de la Provincia, el Subcontador General, los funcionarios del organismo y todo representante o delegado de la Contaduría General de la Provincia, adquiere, por el solo hecho de su intervención administrativa para determinado cometido señalado en la presente ley, la responsabilidad por toda omisión o falta en que incurrieren con motivo del desempeño de tales funciones.      

                                               El Artículo 101º, al tratar los actos de oposición u observación  establece: La Contaduría General de la Provincia podrá objetar los Decretos del Poder Ejecutivo, las resoluciones  de los Ministerios, las disposiciones de las reparticiones dependientes de la Administración central y descentralizada, mediante los siguientes actos:

2. Reparo Administrativo: Cuando se trate de errores deslizados en ordenes de pago o entrega, liquidaciones administrativas o judiciales, regulaciones, cobro de impuestos, apropiaciones, etc.

3. Observación Legal: A todo acto, mandato u orden que afecte al Tesoro o al Patrimonio Provincial, cuando a su juicio se hubiera dispuesto en contravención a una disposición legal. 

  El Artículo 102º dispone: La facultad conferida a la Contaduría General de la Provincia por el artículo anterior, deberá ser ejercida por el Contador General dentro del plazo de quince (15) días hábiles desde la fecha de tomar conocimiento oficial del decreto, resolución o disposición.

 El Artículo 103º determina que: Los actos a que se refiere al artículo 101º quedarán sin efecto en los siguientes casos: 

e) Reparo Administrativo: Cuando la misma autoridad que dispuso el acto motivo del reparo corrija el error mediante el distado de un nuevo decreto, resolución o disposición.

f) Observación legal:1º) Cuando se desista o modifique el acto, por las mismas autoridades que lo dictaron, conforme al pronunciamiento de la Contaduría General de la Provincia.

                                   2º) Cuando el Poder Ejecutivo insista por decreto refrendado por el respectivo Ministro y el de Hacienda y Economía.

      En caso de que la observación legal recayere en un decreto – acuerdo, será necesario un nuevo decreto dictado en acuerdo de Ministros.            

                                                El Artículo 106º consigna: De todo acto que infrinja la presente ley serán responsables el Jefe del Poder Ejecutivo, los Ministros que lo refrenden y el Contador General que no lo hubiere observado.

                                                La Contaduría General quedará exenta de responsabilidad cuando hubiere objetado el acto por los medios previstos por esta Ley.   

                                       El problema se presenta por la  interpretación que el Poder Ejecutivo sostiene respecto al término para formular la Observación Legal, considerando que el plazo de quince días debe computarse desde el momento en que las actuaciones ingresan a Mesa de Entradas de las Delegaciones Fiscales.

                                               Históricamente, el Poder Ejecutivo, a través de Fiscalía de Estado como de Asesoría Letrada de Gobierno  ha respetado las facultades legales de esta Contaduría Gral. de la Provincia, reconociendo que “la facultad de Observación Legal que la ley otorga a la Contaduría Gral. de la Provincia (leyes 2139 y 2153 art. 86 inc a), puede ser ejercida únicamente por el Contador Gral. en forma privativa (art. 102) para lo cual dispone de quince días de plazo. Dicho plazo debe contarse desde que este toma conocimiento oficial del acto administrativo en cuestión (art. 102), debiendo interpretarse que esto ocurre  cuando el expediente ingresa a Contaduría Gral. de la Provincia o a través de su Delegado Fiscal”, teniendo éste 24 hs. para elevarlos al Contador Gral. si entiende que el acto debe ser objeto de Observación legal”. (Dictamen Nº 151/97 en Exp. 920.348-97). 

                                               Similares conceptos se reiteran en otros antecedentes: En  Dictamen Nº 467/93, Asesoría Letrada de Gobierno dijo:“La facultad de observación legal... puede ser ejercida únicamente por el Contador General en forma privativa para lo cual posee quince días de plazo. Dicho plazo debe contarse desde que éste toma conocimiento oficial del acto administrativo en cuestión, debiendo interpretarse que esto ocurre cuando  el Expediente ingresa a Contaduría General de la Provincia. No debe interpretarse que el plazo comienza a computarse desde que el Contador Fiscal Delegado toma conocimiento del acto, ya que de esta manera se supeditaría el ejercicio de una actividad esencial en el ámbito estatal como es la de control de legalidad del gasto, a la oportuna remisión de los actuados. Por otra parte el plazo que concede el art. 88 inc 7 al Delegado Fiscal, reduciría el concedido al Contador General por el art. 102, lo que resulta inadmisible. Este criterio es repetido en otros Dictámenes.  

                                               Aplicando esta interpretación, al rechazar por extemporáneas las Observaciones Legales formuladas, se elude el procedimiento que como medio idóneo prevee el Art. 103º del mencionado cuerpo legal, de insistir. Tal es el caso del criterio sustentado en los considerandos del Decreto Nº 608 del 21/5/2004, en que al computar  fecha de ingreso a  Delegación Fiscal, remisión a Contaduría General de la Provincia y fecha de Resolución, se concluye que se encuentra vencido el plazo previsto en el Art. 102º de la Ley de Contabilidad, por lo tanto la Observación Legal resulta extemporánea ( Se adjunta fotocopia). 

                                               Al respecto esta Contaduría interpreta que el plazo de quince días para ejercer la facultad conferida por el Art. 101º, debe computarse  desde que el Contador General, con competencia única, exclusiva e indelegable, toma conocimiento fehaciente en el asiento público de su despacho, del acto observable. 

                                               Esto es así porque el ingreso a la Contaduría General  de las actuaciones  no implica que el Contador proceda inmediatamente a su análisis, ni que disponga de todos los elementos necesarios para el estudio del acto en cuestión, necesitando además  del asesoramiento de los departamentos  técnicos  y legal  a quienes debe darse participación  para elaborar la fundamentación del acto a objetar.

                                                    Del mismo modo, se interpreta que el plazo de veinticuatro horas asignado al delegado fiscal no debe computarse desde el ingreso de las actuaciones  a su sector administrativo, por cuanto este funcionario toma conocimiento del acto cuando es sometido a su análisis y consideración en su despacho, y en función al orden de ingreso de los expedientes. Asimismo debe entenderse que existen actuaciones que contienen una voluminosa documentación (caso de jubilaciones) que deben analizarse completamente, solicitar nuevos informes, dictámenes, antecedentes, etc.  para estimar si el acto emitido se ajusta o no a las disposiciones legales a efectos de ser elevado a Contaduría General para recomendar  se efectúe la objeción pertinente. 

                                    Asimismo, si el plazo de veinticuatro horas que dispone el delegado fiscal para poner en conocimiento de la Contaduría General las actuaciones se extendiese, no debe computarse ese exceso, en menoscabo del término de que dispone el Contador General para efectuar la Observación Legal, pues se trata de términos distintos de actuación determinados por la ley para cada uno de ellos. Con la interpretación de Asesoria Letrada de Gobierno se desvirtúa  la función de control previo y concomitante que compete a esta Contaduría.  Es dable recordar lo expresado por la Procuración del Tesoro de la Nación: “La insistencia puede fundarse en razones jurídicas o políticas. Es jurídica cuando se discrepa con los fundamentos legales de la observación; es política cuando la necesidad del estado justifica actuar fuera del orden jurídico. En este último caso se trata de un simple status necessitatis. El procedimiento de observación e insistencia es formal; debe cumplirse íntegramente. De lo contrario se desnaturalizaría el fin legal (Dictámenes de Procuración del Tesoro de la Nación (97;89). En el mismo sentido se ha expresado que la insistencia, cuando es política, no puede ser recomendada por los servicios jurídicos de la administración, que deben acatar el orden legal vigente” (Dictámenes de Procuración del tesoro de la Nación (89;125). 

Por otra parte, cabe recordar que la facultad de “interpretar el alcance de las leyes”, conforme a nuestro sistema Republicano, compete al Poder Judicial. El derecho, jurisprudencia y doctrina Argentina así lo determinan indubitablemente. La facultad de “decir el derecho”  con fuerza de verdad legal (cosa juzgada) es propia de la judicatura y por tanto excede las facultades que le han asignado a los órganos administrativos, y también por aplicación del principio de separación de las distintas funciones de los órganos de gobierno, donde uno juzga, el otro legisla y el tercero ejecuta”.

                                                 En el caso que nos ocupa, la Justicia de nuestra Provincia, ha sentado criterio en cuanto a la temporaneidad de la observación efectuada  dentro del plazo contado a partir del efectivo  conocimiento por parte del Contador Gral. , considerándose que  cuando el acto es publicado en el Boletín oficial , el plazo corre  a partir de la última publicación, cuyo fundamento jurídico se asienta en el art. 42 del Dto. 655/73 reglamentario de la ley de Procedimiento Administrativo 3784 y art. 152 del Código Procesal Civil,  de aplicación supletoria).  Antecedente judicial autos Nº 28297 caratulados “Araos Salguero Domingo c/ Provincia de San Juan – amparo por mora” , que el fallo dictado por la Cámara de Apelaciones ordenó al Poder Ejecutivo procediera a dictar el acto administrativo referido a las observaciones formuladas por el Contador Gral. dentro del término. En dicho caso y fundándose en dicho fallo se dictaminó por Asesoría Letrada de Gobierno que el Poder Ejecutivo debía emitir un Decreto que declarase que la resolución de Contaduría General de la Provincia fue dictada en tiempo y forma, y acatando su observación legal, declarar nula la Resolución de la Caja de Jubilaciones 1687/95 que había sido legítimamente observada.                                                        

                                                 Además existe jurisprudencia al respecto, tal el fallo de Autos Nº 24870 caratulados “ Graffigna, Rodolfo Hector c/Caja de Previsión y Caja Mutual de la Provincia-Amparo” que entre sus consideraciones expresa: “ En efecto el artículo 102º de la Ley de Contabilidad prescribe que La facultad conferida a la Contaduría General de la Provincia en el artículo anterior deberá ser ejercida por el Contador General dentro del plazo de quince (15) días hábiles desde la fecha de tomar conocimiento oficial del decreto, resolución o disposición”. ----------

--------“ Que ello importa interpretar y admitir en consecuencia, que el sentido de la ley ha sido disponer de un plazo suficiente y que corra el mismo desde que la Contaduría General disponga de los elementos que hagan posible el contralor del acto administrativo, teniéndose presente que el mismo obedece generalmente por simple que sea, al análisis de antecedentes, documentación y referencias que se encuentran materializadas a través de un Expediente que vehiculiza un trámite que le sirve de antecedente y sobre los cuales deberán recaer los análisis de confrontación con las disposiciones legales y administrativas que corresponden cumplimentarse en el mismo”.-------------------------“ Que en consecuencia, tan trascendente función como es la asignada a la Contaduría General, no puede quedar independizada del expediente, de donde fluye el acto supuestamente afectado de irregularidades, fallas o descalificaciones que en suma posibiliten el ejercicio de sus funciones especificas”.--------------------

---------“ Lo dicho, resulta robustecido también en cuanto a los criterios exigidos tanto por los principios establecidos en la ley, como por la elaboración efectuada tanto por la doctrina cuanto por la jurisprudencia, en el sentido de vedarle a la propia Administración, en general, la posibilidad de notificación edicta, cundo se trata de hacer conocer una resolución que contempla y o contenga un acto administrativo de carácter particular”.----------            

                  De lo expuesto se advierte que se prioriza  la temporaneidad de la Observación Legal sobre la cuestión de fondo.                                        

         Esta interpretación de la Ley y la omisión del procedimiento establecido en su Art. 103º se contraponen con los antecedentes de la Procuración del Tesoro y Corte Suprema de Justicia de la Nación, antes de la reforma de la Constitución Nacional, en la cual establece en algunos fallos lo siguiente:

“La competencia para observar actos administrativos no es susceptible de ser conferida a sus delegaciones, por ser privativa y excluyente” PT 103;307

“Los actos observados carecen de eficacia e impiden la constitución de derechos” CSJ Fallos 187;483 y 655;191;489;229:320

“La publicación de un acto en el Boletín Oficial no hace correr el plazo para observar si no se hubiera producido la comunicación con los antecedente s”PT 94;149

“El régimen de observaciones de actos acusa un formalismo que debe ser cumplido para la debida aplicación de las normas, razón por la cual, en cada caso corresponde dictar el pertinente decreto de insistencia” PT 97;89

1. Procedimiento. “El régimen de observaciones de actos acusa un formalismo que debe ser cumplido para la debida aplicación de las normas, razón por la cual, en cada caso, corresponde dictar el pertinente decreto de insistencia”. PT. 97;89 y otros.

2. “Las decisiones  observadas y no  insistidas no acuerdan titularidad o derecho adquirido o interés legítimo alguna, toda vez que las mismas han carecido prácticamente de vigencia”. PT. 89;241. 

                        Por último cabe consignar que  la Contaduría General de la Provincia para  ejercer las funciones de control de legalidad emergentes de la Ley de Contabilidad debe poseer independencia de criterio, circunstancia ésta  que se ve limitada en el aspecto jurídico  al depender su Asesoría Letrada   jerárquicamente de Asesoría Letrada de Gobierno y por ende, sus dictámenes sometidos a los lineamientos establecidos por ella.

CAPITULO V

Consideración Final

1. Conclusión. 

          Conforme a  los distintos aportes que hemos podido incluir en este trabajo estamos en condiciones de concluir en lo siguiente:

            a)  La normativa que establece la facultad de Observación Legal es un herramienta técnica que le permite al Contador General de la Provincia suspender el acto administrativo hasta tanto el Órgano Controlado lo rectifique o bien ratifique por vía de un Decreto de Insistencia. Procedimiento por el cual el máximo responsable de ese Organismo considere que por razones técnicas o políticas el procedimiento debe continuar.

            b) El Contador General tiene responsabilidad conjunta ante la falta de observación legal en aquellos actos que infrijan la ley. Esta disposición  concluye en considerar que la responsabilidad de la Observación Legal es exclusiva del Contador General, no delegada a ningun otro integrante de la Contaduría General de la Provincia.

              c) En cuanto al término para efectuar la Observación Legal podemos decir que no debemos interpretar que el plazo comienza a computarse desde que el Contador Fiscal Delegado toma conocimiento del acto. De esta manera se supeditaría el ejercicio de una actividad esencial en el ámbito estatal, como es la de control de legalidad del gasto, a la oportuna remisión de los actuados. Por otra parte el plazo que concede el art. 88 inc 7 al Delegado Fiscal (24 horas), reduciría el concedido al Contador General por el art. 102 (15 días hábiles), lo que resulta inadmisible. 

2. Reflexión Personal


La necesidad de exponer este trabajo nos llevo a materializar la preocupación entorno a la función de control, respecto a las distintas posiciones jurídicas, por parte de los Órganos Controlados, con el fin de cuestionar la facultad del Contador General de la Provincia a efectuar los Actos de Oposición.


Los sistemas de control requiere la autonomía funcional y jurídica del órgano controlante respecto del controlado, de manera que se garantice la independencia de criterios técnicos  con los que se van a definir, interpretar y aplicar las normas de control.  


Es probable que debamos considerar otra manera de control y adaptar las normas a la realidad que nos toca transitar, pero lo que no debemos abandonar es la lucha por la transparencia en la gestión, toda vez que los fondos que los Funcionarios administramos son del Pueblo y a ellos le debemos rendir.


Como habrán podido deducir en el presente trabajo es la constante lucha para  lograr interpretaciones jurídicas, de lo que significa aplicar criterios correctos en orden a no desvirtuar la facultad de control de la Contaduría General de la Provincia. Algo peor que la falta de control es la ficción de creer que existe el control Público.


Espero que hayan podido interpretar la problemática planteada en este trabajo, me resta invocar a Jesús y la Virgen Maria para que nos Bendiga  para poder cumplir nuestra misión en la custodia de los recursos del pueblo. Gracias



“El espíritu de un pueblo, su  nivel cultural, su estructura social,


Los acontecimientos políticos, se hallan escritos con claridad y


Sin retórica de ningún genero en los hechos fiscales. Los hechos


Fiscales aparecen como un síntoma claro que nos ayuda a definir


La estructura de una sociedad. La importancia causal y sintomática


de la actividad financiera hace que la hacienda pública sea


uno de los mejores puntos de partida para realizar una investigación


de una sociedad y en especial, aunque no de manera exclusiva, de 


su vida política,







Joseph A. Schumpeter
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